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INTRODUCCIÓN 
 
 
Este ensayo explorará los desafíos para la consolidación de 

un modelo inclusivo en América Latina. El punto de partida 
para comprender los desafíos se encuentra en una aspiración 
presente tanto a nivel teórico como en los ideales más simples y 
naturales de los individuos: alcanzar la libertad. Ahora bien, 
siendo la libertad un concepto tan amplio, conviene tratarla 
desde la versión de Amartya Sen, sobre el enfoque de 
capacidades en el cual lo decisivo no son los medios como tales, 
sino tener más libertad con la que poder llevar el tipo de vida 
que tenemos para valorar, estando así en juego las libertades 
sustantivas (Conill, 2004). En otras palabras, la capacidad de una 
persona es la libertad sustantiva para conseguir distintas 
combinaciones de funciones para lograr el estilo de vida que 
uno quiera, siendo lo más importante no las cosas que se hacen 
o funciones, sino las capacidades o las oportunidades reales. 

Sin embargo, alcanzar la libertad y las oportunidades reales 
necesarias para obtenerla, supone sortear ciertos desafíos que se 
configuran en el ámbito de las políticas públicas y que por lo 
tanto guardan una íntima relación con la actuación con aquellos 
que determinan las políticas, siendo posible encontrar a la 
mayoría de estos en las instituciones democráticas bajo la 
influencia de élites y agentes con poder de negociación 
presentes en el modelo democrático contemporáneo y presente 
en la región de América Latina: la democracia liberal en su 
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versión procedimental. De lo anterior, pueden desprenderse dos 
puntos por abordar.  

El primero, se desarrollará en la sección inicial del ensayo 
relativo a la situación de las capacidades de los latinoamericanos 
para alcanzar la libertad como el estilo de vida que no quiera. 
Para ello se realizará una revisión de la situación de pobreza 
como uno de los principales obstáculos para lograr la libertad, 
en específico desde una concepción multidimensional de la 
pobreza tratando así de visibilizar las limitantes de los 
individuos asociada a la ausencia de oportunidades reales que 
den paso a las personas para ser protagonistas de su propio 
desarrollo. Con ello también se aportará una explicación breve 
sobre el enfoque de capacidades y la metodología del Índice de 
Pobreza Multidimensional, elementos que servirán como 
insumos principales para plantear la situación de pobreza y sus 
implicaciones para las personas en la región. La parte final de la 
primera sección se complementa con la vinculación de políticas 
públicas como factores decisivos para superar el obstáculo que 
la pobreza constituye para el alcance de la libertad.  

El siguiente de los puntos a tratarse en la sección segunda, 
corresponde a la visualización del estado de la conexión de los 
representantes con la ciudadanía en la región en el contexto de 
una democracia procedimental, utilizando variables de 
satisfacción con la democracia. De esta forma, se pretende hacer 
visible cuan saludable es la democracia, lo que a su vez brindará 
ciertos insumos que han de considerarse como parte de los 
desafíos para un modelo de desarrollo inclusivo. La segunda 
sección también considera desarrollar una descripción 
conceptual de la arquitectura de la democracia procedimental y 
de las debilidades que presenta dados sus orígenes liberales, con 
el fin de comprender cual es la posición real de los ciudadanos 
en relación con la participación y la deliberación en los asuntos 
públicos. Una tercera y cuarta sección pretenden abordar en 
concreto los desafíos del modelo objeto del ensayo, los cuales 
pueden verse resumidos en dos. El primero, en la sección 
tercera tratará sobre cómo dar paso a la inclusión como un 
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elemento necesario para la concepción de políticas públicas 
centradas en la premisa de que “nadie se quede atrás” en el 
alcance de la libertad en la región de América Latina, mediante 
un modelo de democracia con un contenido más sustantivo. Un 
segundo desafío abordado en la sección cuarta puede ilustrarse 
con la siguiente interrogante: ¿es posible generar en los 
individuos una apropiación de la inclusión como mecanismo 
que da paso a la libertad? La respuesta a esta pregunta se 
desarrollará tomando en cuenta la formación ética y la 
educación cívica-democrática, como un punto de partida para 
romper con el paradigma impuesto por la democracia 
procedimental. Una quinta sección cierra el ensayo con el 
desarrollo de las conclusiones que se enfocarán en las 
posibilidades de una reforma al modelo democrático 
considerando la apropiación ciudadana de un modelo 
intermedio que apunte a la deliberación y participación. 
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POBREZA EN AMÉRICA LATINA COMO 
AUSENCIA DE LIBERTAD 

 
 
Dando por sentada la premisa de que el desarrollo en las 

personas genera libertad para estas, junto con ello, es pertinente 
enfatizar en que el desarrollo requiere de la eliminación de 
importantes fuentes de la ausencia de liberta; entre ellas la 
pobreza, oportunidades económicas escasas, privaciones 
sociales sistemáticas, entre otras (Sen, 2000). Con lo anterior, 
puede deducirse que la pobreza es un obstáculo que impide 
alcanzar la aspiración de libertad y en consecuencia para lograr 
el estilo de vida que uno quiere. Desde la versión seniana del 
enfoque de capacidades, son estas últimas que al visualizarse 
como oportunidades reales son las más importantes puesto que 
son las que dan lugar a la “buena vida humana” o “vida libre” 
frente a la pobreza, constituyendo así un punto de partida para 
la dignidad humana.  

La misma versión seniana, justifica la relación entre libertad y 
desarrollo, mediante dos razones, la primera, es la razón 
evaluativa; la cual sostiene que la valoración del progreso debe 
hacerse tomando en cuenta principalmente si se mejoran las 
libertades que tiene la gente y la segunda es la razón de la 
efectividad, que implica que la consecución del desarrollo esta 
completamente subordinada al libre albedrío de la gente, siendo 
entonces dicho albedrío un importante motor para el desarrollo 
(Conill, 2004).   

Alkire (2010) por su parte analiza la libertad mediante dos 
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aspectos. El primero de ellos “de proceso”, que implica la 
habilidad de actuar, también denominada de “agencia” y por 
otra parte, el aspecto “de oportunidad”, que se refiere a la 
oportunidad de lograr funcionamientos, la cual también se 
puede denominar como “capacidades”. Habiendo comprendido 
entonces que la pobreza constituye un obstáculo para la 
libertad, conviene también traer a colación una concepción de 
pobreza. En ese sentido una concepción de la pobreza a partir 
del enfoque de capacidades es la siguiente: “La pobreza debe 
concebirse como la privación de capacidades básicas y no 
meramente como la falta de ingresos, que es el criterio habitual 
con que se identifica la pobreza. La perspectiva de pobreza 
basada en las capacidades no entraña rechazo de la razonable 
idea de que la falta de renta es una de las principales causas de la 
pobreza, ya que la falta de renta puede ser una importante razón 
por la que una persona esta privada de capacidades […] El 
enfoque centra la atención en las privaciones, que son 
intrínsecamente importantes” (Sen, 2000: 114).  

Así, se entiende pobreza como privación de las capacidades 
básicas para una vida digna y alcanzar el umbral para una buena 
vida humana (Nussbaum, 1992). Estas capacidades pueden 
entenderse como “La libertad de las personas para disfrutar 
seres y haceres que valoran y tienen razones para valorar, […] 
como las diferentes combinaciones de funcionamientos (ser y 
hacer) que la persona puede alcanzar” (Giménez, 2016:111). A 
continuación se detalla cada una de ellas: 

a) Vida: entendida como la capacidad de poder vivir hasta 
el final de una vida humana de duración normal, sin que 
surja una muerte prematura o que la misma vida sea vea 
afectada por una reducción que disminuya el 
merecimiento de vivirla.  

b) Salud física: la cual se refiere a mantener una buena salud 
(reproductiva y alimentación adecuada incluso) y 
disponer de un buen lugar para vivir. 

c) Integridad física: entendida como una capacidad 
ambulatoria (movimiento de un lugar a otro) con 
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protección ante actos violentos como asaltos (incluso 
sexuales o domésticos) y oportunidades para la 
satisfacción sexual y elección en cuestiones 
reproductivas.  

d) Sentidos: imaginación y pensamiento: utilizar los 
elementos anteriores de una forma “auténticamente 
humana”, lo cual esta relacionado a una educación 
adecuada (alfabetización, formación matemática y 
científica básica), siendo también relevante el disfrute de 
experiencias placenteras y evitar los dolores que no son 
beneficiosos.  

e) Emociones: conlleva mantener relaciones afectivas con 
personas, amar. Importante de esta capacidad es que el 
desarrollo emocional no sea bloqueado por el miedo y la 
ansiedad.  

f) Razón práctica: en referencia a formar una concepción 
del bien y reflexionar sobre los planes personales de vida.  

g) Afiliación: supone poder vivir con y para los otros, 
participar en diferentes formas de interacción social, 
bases para el auto-respeto, no discriminación y no 
humillación sobre la base de la dignidad. 

h) Otras especies: poder reír, jugar y disfrutar de actividades 
recreativas. 

i) Control sobre el entorno propio: A nivel político, poder 
participar efectivamente en las elecciones que gobiernan 
la vida, así como el derecho a participación política, 
protección de la libertad de expresión, de la propiedad, 
derecho a buscar trabajo y trabajar como ser un ser 
humano, entre otros aspectos.  

En la actualidad, es posible a partir de estas capacidades y su 
privación pasar a centrar la atención principalmente en los fines 
que los individuos persiguen y por ende, en las libertades 
necesarias para satisfacer tales fines y alcanzar una buena vida 
humana la cual puede entenderse a partir de la teoría densa y 
vaga del bien común de Nussbaum (Conill, 2004). Tal teoría 
recoge la preocupación de una teoría política que apunte hacia la 
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equidad y la justicia social y tiene como punto de partida la 
concepción de Aristóteles del ser humano como animal político, 
así como en las esferas universales a los que todo ser humana 
tiende. Así, la teoría se basa en el bien pretendiendo alcanzar 
sociedades más humanas sin que variables históricas y de 
tradición resulten decisivas en procurar el bien pretendido, bajo 
un esquema que concibe al ser humano con ciertas 
características centrales comunes y universales.  

De esto se deriva una propuesta también de Nussbaum que 
trata sobre una concepción densa y vaga del bien, en la cual toda 
actividad política tiende o debería tender a dar cabida a la 
preocupación inicial, es decir, alcanzar la equidad y la justicia 
social. La manera en que la teoría del bien puede articularse, es a 
partir de dos umbrales, siendo el primero relativo a las esferas 
de la vida humana y el segundo, a las capacidades prácticas del 
ser humana. El primero de los niveles, se entienden como 
circunstancias comunes a todo ser humano y se constituye por 
la mortalidad, el cuerpo humano, la capacidad de placer y dolor, 
la capacidad cognitiva la razón práctica, el desarrollo infantil 
temprano, la afiliación o sociabilidad y el humor sentido y 
lúdico. El segundo de los niveles hace referencia a las 
capacidades prácticas del ser humano, las cuales se ha enlistado 
previamente y hacen alusión a las capacidades para funcionar 
dentro de cada una de las esferas señaladas en el primer nivel.  

Con ello, se tiene entonces una lista de funcionamientos, que 
han constituir una buena vida humana, comprendida por ciertos 
rasgos que son definitorios y centrales o en otras palabras, 
propiedades esenciales que definen la vida del ser humano y que 
vienen a ser una base para el fin de la justicia social. Los niveles 
mencionados ofrecen también una movilidad que suponen 
pasar de una vida humana vista en la lista del primer nivel, a una 
buena vida humana, vistas como las capacidades del segundo 
umbral. Estas capacidades se deben entender también como 
aquellas que pretenden dar lugar al empoderamiento de las 
personas, de modo que sean capaces de funcionar dentro de sus 
propios contextos tanto a nivel social como personal, como así 
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las personas lo crean mejor.  
Sin embargo, bajo esta lógica ¿Cuál es la situación de la 

ciudadanía en Latino América con relación a la ausencia de 
libertad debido a la pobreza? Para responder a esa pregunta, se 
analiza de manera muy breve la situación de pobreza en la 
región a partir del Índice de Pobreza Multidimensional. Esta 
metodología considera que cada persona de un determinado 
hogar se clasifica como pobre o no, dependiendo de la cantidad 
de privaciones a las que está sometida su familia (PNUD, 2010). 
Esta metodología es una propuesta de Alkire y Foster (2007), la 
cual basándose en las privaciones que los hogares sufren (o 
individuos), permite generar perfiles de carencias en 
dimensiones que determinan el bienestar.  

Uno de los enfoques que se utilizan precisamente para aplicar 
la metodología, es el enfoque de capacidades mediante la 
selección de diferentes dimensiones que terminan por retomar 
las capacidades centrales propuestas por Nussbaum. Sin 
embargo, para Sen (2000) estas dimensiones no son 
consideradas como una lista cerrada o exclusiva de capacidades, 
sino que son un punto de partida que permiten guiar los 
trabajos de evaluación y comparación sobre diferentes temas 
que afectan el desarrollo humano, como la calidad de vida, la 
pobreza extrema o el acceso a servicios sanitarios, entre otros. 

De tal explicación y ejemplificación, se colige que el Índice 
en esencia refleja la proporción de personas que son pobres en 
varias dimensiones y el número promedio de privaciones que 
experimenta cada hogar pobre cobrando especial interés dos 
elementos, la incidencia e intensidad de la pobreza, siendo la 
primera la proporción de personas que son pobres en varias 
dimensiones y la segunda, que indica el porcentaje de 
privaciones que experimentan los hogares identificados como 
pobres. Así, en región de Latino América y tomando en cuenta 
17 países1, se tiene que Para el año 2012, aproximadamente un 
28% de la población estaba en situación de pobreza 
multidimensional. Las mayores incidencias se encontraban en 

                                                           
1 Ver más detalle en CEPAL (2014: 18) 
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Nicaragua (74,1%), Honduras (70,5%), Guatemala (70,3%), y el 
Estado Plurinacional de Bolivia (58%), y las incidencias más 
bajas se verificaban en Chile (6,8%), la Argentina (8,1%), el 
Uruguay (9%), el Brasil (14,5%) y Costa Rica (14,9%) (CEPAL, 
2014). 

Con respecto a la intensidad de la pobreza, de acuerdo con 
los últimos datos recogidos en el Índice de Pobreza 
Multidimensional de países en desarrollo en el Informe de 
Desarrollo Humano 2016, en la región de América Latina, las 
mayores intensidades se encontraban en Haití (48,1%), 
Honduras (47,4%), Nicaragua (45,6%), Colombia (42,2%), 
República Dominicana (41,6%) y Perú (41,4%). Lo que los 
datos reflejan, en primer lugar, es que la pobreza América 
Latina, en efecto constituye un obstáculo para alcanzar la 
libertad y por lo tanto una buena vida humana y en segundo 
lugar, desde una perspectiva más acuciosa, por ejemplo en 
países como Nicaragua, Honduras y Haití los hogares en 
pobreza multidimensional, reflejan una tasa alarmante de 
combinación de privaciones de capacidades asociadas a 
dimensiones como vivienda, servicios básicos, estándar de vida, 
educación y empleo y protección social, siendo identificable en 
los países con las tasas de pobreza más altas, un porcentaje 
promedio de privaciones que supera el 45% (ídem). 

Esto significa que en promedio los pobres 
multidimensionales son privados en más de dos dimensiones 
completas. Si se analizan las dimensiones en específico, por 
ejemplo en cuanto a las privaciones en la dimensión de vivienda, 
El Salvador, Honduras, Bolivia, Perú, Guatemala y Nicaragua, 
cada uno en su último año de observación, tuvieron entre el 
20% y el 40% de las personas en hogares pobres con materiales 
de pared precarias y con relación a los servicios básicos, las 
privaciones en energía y en saneamiento muestran los niveles 
más altos, siendo la proporción de hogares pobres y privados en 
saneamiento del 55% en Nicaragua en 2009 y 37% en Bolivia en 
2011, mientras que en Guatemala, El Salvador, Paraguay, 
México y Honduras tenían entre 20% y 30% de las personas en 
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hogares pobres con servicios de saneamiento privados (Santos, 
2015). Si se toma la dimensión de educación, la escolarización 
de adultos es el indicador con niveles sustancialmente más altos 
de privación. En Guatemala, Honduras y Nicaragua había entre 
50 y 64% de personas en hogares pobres privados de educación; 
39% en El Salvador, 20% a 30% en México, Bolivia, Paraguay, 
Colombia, República Dominicana y Ecuador, 10 a 20% en Perú, 
Costa Rica, Venezuela y Brasil, y 8% o menos, en Chile, 
Argentina y Uruguay (ídem).  

Con lo anterior, se puede explicar la pobreza a nivel 
“operativo” constituye obstáculo para alcanzar la libertad, 
entiendo que las capacidades que una persona puede poner en 
funcionamiento son la base para la dinámica de poder “hacer”, 
siendo tal dinámica la que dota de dignidad a la persona humana 
al verse esta como un fin y no como un medio, tal como se 
encuentra definido en la perspectiva del capital humano que 
difiere de la perspectiva de la capacidad humana en la cual el fin 
prioritario es la expansión de la libertad garantizando el poder 
“hacer” (Conill, 2004). De acuerdo con esto, la pobreza limita el 
poder de disponer o poder efectivo de decidir, lo que implica la 
presencia de una carencia o privación de capacidades humanas 
para lograr determinadas realizaciones a partir de un abanico de 
oportunidades entre las cuales las personas realizan elecciones, 
dicho de otra forma, las realizaciones están referidas a diversas 
dimensiones del ser y el hacer, esto es a las diversas condiciones 
de vida, que pueden ser logradas o no, en tanto que las 
capacidades, están referidas a nuestra habilidad de lograr dichas 
condiciones de vida, siendo así una realización un “logro” y las 
capacidades, las habilidades que permiten “lograr”. 

Hasta ahora, ha sido posible plantear la relación de la libertad 
con la pobreza y presentar un escenario de la situación de esta 
en la región, del cual da por sentado que no es posible alcanzar 
la libertado una buena vida humana para una parte importante 
de la población, los cuales a larga, “han sido dejados atrás” ante 
el obstáculo de la pobreza. Sin embargo, surge una interrogante: 
¿Cuál es la relación que el alcance de dicha libertad supone con 



DELIBERACIÓN Y PARTICIPACIÓN PARA UNA AMÉRICA LATINA INCLUSIVA 

15 

un modelo más inclusivo? Para responder a esta pregunta, se 
debe primero identificar la relación que existe entre la 
posibilidad de alcanzar la libertad de las personas y el ámbito de 
las políticas públicas, así la idea es que a partir de la 
identificación de un grupo de funciones que resulten 
importantes especialmente en la vida humana, se podrá a partir 
de las mismas preguntar qué es lo que las instituciones sociales y 
políticas están llevando a cabo en relación a estas, con miras 
obviamente a su cumplimiento (Nussbaum, 1992).  

De dicha lógica se desprende que existe una responsabilidad 
del sistema político ante la situación de ausencia de libertad 
debido a la pobreza. Al mismo tiempo, Nussbaum (1992) 
sostiene que las capacidades deberían constituirse como 
prioridades de la comunidad política y también del legislador. 
Alkire (2013), por su parte sugiere también la existencia de un 
papel de las instituciones estatales para el ofrecimiento de 
oportunidades equitativas a la población. En consideración de lo 
anterior, lo que se esperaría como una respuesta desde el 
sistema y el Estado mismo son políticas públicas que aborden la 
pobreza. Para realizar el abordaje de las políticas públicas, es 
necesario presentar algunas definiciones de estas. Así por 
ejemplo, se tiene que son: “Las acciones que nacen del contexto 
social, pero que pasan por la esfera estatal como una decisión de 
intervención pública en una realidad social, ya sea para hacer 
inversiones o para una mera regulación administrativa. Se 
entiende por políticas públicas el resultado de la dinámica del 
juego de fuerzas que se establece en el ámbito de las relaciones 
de poder, relaciones esas constituidas por los grupos 
económicos y políticos, clases sociales y demás organizaciones 
de la sociedad civil” (Boneti, 2017: 13). 

Otra forma de comprender las políticas públicas es partir de 
la siguiente definición: “Un conjunto conformado por uno o 
varios objetivos colectivos considerados necesarios o deseables 
y por medios y acciones que son tratados, por 1o menos 
parcialmente, por una institución u organización gubernamental 
con la finalidad de orientar el comportamiento de actores 
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individuales, o colectivos para modificar una situación percibida 
como insatisfactoria o problemática.” (Roth, 2009: 27). En las 
definiciones anteriores, puede identificarse un común 
denominador, el cual es la participación del Estado, al menos de 
forma parcial y es de dicha participación, que han derivar un 
conjunto de acciones estatales, que tendrán como resultado la 
dirección de acciones de intervención en la realidad social con el 
fin de transformarla en el futuro, más no de manera espontánea. 
Ahora bien, hasta acá puede considerarse como una premisa 
teórica que las políticas públicas conllevan una intervención 
estatal para transformar realidades, como para el caso, sería la 
pobreza, siendo así estas un factor determinante para el alcance 
de la una buena vida humana.  

Pero también surge una nueva pregunta ¿Por qué el Estado 
debe hacerse cargo de un problema como la pobreza? Por una 
parte, se plantea que el Estado debe abordar la pobreza como 
un problema público o de su competencia teniendo en cuenta el 
enfoque de derecho, que actúa como un asidero legal 
conteniendo una serie de los derechos humanos que dan lugar a 
las acciones estatales en las políticas públicas, al menos a nivel 
teórico. En ese sentido se afirma: “Política pública, inclusión y 
derechos conforman una tríada muchas veces aludida desde 
todos los ámbitos de la gestión política. Sin embargo, 
obviamente, la forma en que se objetive esa relación supondrá 
en cada caso una forma distinta no sólo de entender a la cosa 
pública sino de garantizar (o no) derechos a los ciudadanos” 
(Busetti, 2013: 50). 

La garantía de respeto de los derechos a los ciudadanos y su 
desarrollo por parte del Estado puede verse consagrada por 
ejemplo en los tratados internacionales que protegen los 
derechos humanos, como es el caso de los derechos 
Económicos, Sociales y Culturales. Es bajo el enfoque de 
derecho que existe un cierto consenso general desde el cual, las 
políticas públicas pretenden desarrollar los derechos que 
estipulan diferentes instrumentos, como lo es para el caso, el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
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Culturales que abarca una serie de derechos en diferentes áreas: 
laborales, seguridad social, protección de familia y niñez, nivel 
de vida adecuado incluyendo la mejora continua de las 
condiciones de existencia (alimentación adecuada, vivienda, 
vestido, agua), salud, educación y participación en la vida 
cultural, el cual ha sido suscrito por la mayoría de los Estados de 
la región (Yamin, 2006).  

El Pacto en cuestión, de lo medular del artículo 2 se 
desprende la obligación de los Estados de adoptar medidas, para 
lograr progresivamente la efectividad de los derechos 
reconocidos en las distintas áreas antes mencionadas (ONU, 
1966). Lo importante de lo predicho, es el insoslayable principio 
de progresividad mediante el cual los Estados se encuentran 
obligados a poner en marcha políticas públicas que mejoren 
progresivamente la efectividad y alcance los derechos que se 
enmarcan en el Pacto. Otro elemento aspecto importante, es en 
lo referente a la utilización del máximo de los recursos 
disponibles para garantizar los derechos, lo que deviene una 
“guía de acción” para las políticas públicas en virtud de que 
estas constituyen una decisión de asignación de recursos por 
parte de un Estado para hacer efectivos los derechos. Es 
también relevante hacer mención de que al hablar de los 
derechos configurados en el Pacto, estos no son meros 
principios, sino que se entienden como obligaciones jurídicas de 
los Estados con fuerza coactiva incorporadas en el derecho 
interno (Busetti, 2013).  

Por otra parte, el elemento que refuerza la idea de que la 
pobreza es un problema que debe tratarse desde el Estado, 
atendiendo a la cuestión del espacio público que es aquel que 
encierra en sí mismo cuales problemas deberían tratarse 
públicamente, dicho de otra forma, que es y que no es un 
problema que deba ser objeto de atención y responsabilidad de 
una colectividad. En ese sentido, se tiene que en el espacio 
público convergen posiciones, en las cuales por una parte de 
manifiesta que un determinado problema como la política 
económica deben quedar excluidos de las decisiones 
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democráticas, como se puede dar en las elecciones mediante las 
cuales incidir en la administración y por otra parte, una posición 
contraria la cual pregona brindar acceso a todos aquellos que 
conforman la comunidad. Así Uribe (2006), partiendo de la 
segunda posición, consideran que lo que ha de convertirse en un 
problema a tratarse públicamente es aquel de tiene su asidero en 
la opinión pública, donde se plantea lo que ha de ser de interés 
general mediante la opinión y es transmitido mediante diversos 
medios de comunicación, siendo así que la opinión pública se 
transforma en un ejercicio de la dominación pública del Estado 
(de el poder del Estado en concreto) a fin de que este se 
subordine a la ciudadanía mediante la receptividad que el Estado 
aplica.  

Con lo expuesto, se tiene que es la opinión pública en un 
ámbito universal de la sociedad es la que termina de definir las 
políticas que emanan desde las instituciones democráticas, 
actuando como un control de lo estatal y por lo tanto de lo que 
ha de ser un problema público. Sin embargo debe cuestionarse, 
cuan real es la capacidad de controlar la actividad pública sobre 
aquellas decisiones que guardan impacto en el individuo y la 
colectividad, puesto el reconocimiento teórico de todo lo 
anterior no implica que efectivamente la realidad sea abordada 
desde una concepción centrada en las personas para la 
resolución de sus demandas. Pero los cuestionamientos sobre el 
tratamiento a problemas como la pobreza no terminan con lo 
anterior. Para el caso de América Latina, la formulación e 
implementación de las políticas públicas contiene dinámicas que 
merecen ser descritas a continuación con la finalidad de 
comprender que superar el obstáculo de la pobreza para 
alcanzar una buena vida humana mediante la intervención 
estatal, se encuentra asociado a más retos que lo que a simple 
vista puede parecer. La primera de las dinámicas a considerar en 
la políticas públicas, es el conflicto que deriva del juego de 
fuerzas de poder que se nutren de las relaciones entre grupos 
económicos, partidos políticos, clases sociales y organizaciones 
de la sociedad civil, incluso aparecen en dichas relaciones de 
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poder la presencia de los intereses de élites globales que 
condicionan las políticas públicas al modo de producción 
capitalista, lo cual sin duda representa un aspecto lesivo en 
términos de soberanía.  

Todos estos agentes2, vienen a ser determinantes en la 
elaboración e institución de las políticas públicas y en la 
medición de fuerzas de tales agentes, se desarrolla una disputa 
por la apropiación de los recursos públicos en lo relacionado a 
los resultados que tendrá la intervención del Estado en la 
realidad social. Así estos agentes, por ejemplo defienden los 
intereses de un partido político, de un grupo económico, una 
ONG, etc. Es importante mencionar también, que dentro de 
esta dinámica además de las élites globalizadas antes 
mencionadas, surgen las élites nacionales que quedan 
enmarcadas en los intereses mismos de las élites globales, dicho 
de otra manera, se encuentra supeditas a los intereses de la 
producción capitalista y que aprovechan la organización para 
participar de la disputa (Boneti, 2017). 

Las élites no son un elemento reciente en las democracias y 
tampoco son un producto extraño en la democracia 
procedimental como una versión de la democracia liberal 
inclinada a la competencia por el poder entre tales élites, una 
cuestión que es retomada con amplitud en la sección siguiente, 
pero es oportuno ahora comprender que parte de las élites 
nacionales pueden encontrarse en la clase política, que viene a 
ser una clase dominante y a la vez una minoría que tiende a 
imponer un orden legal el cual si bien responde a demandas de 
la masa o ciudadanía, no termina por responder de manera 
autentica a la mayoría contrario a lo que se podría percibir desde 
un plano idealizado de la democracia (Michels, 2003). Bajo tal 
esquema de competencias y teniendo en cuenta el 
reconocimiento de élites que se configuran en minorías que 
                                                           
2 En este punto, también es relevante introducir una noción sobre los agentes, que son en principio 
los que constituyen a las clases dominantes y élites globales y que como ya se mencionó, son agentes 
de poder que juegan un rol determinante en las políticas públicas, pero también surgen agentes que 
no necesariamente pertenecen a las élites, sino que son originados por ejemplo en la organización de 
la sociedad civil o los movimientos sociales, viniendo a ser agentes que ejercen un papel de 
confrontación ante las élites tradicionales y grupos dominantes. 
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ostentan el poder, solo queda comprender una predestinación 
de los ciudadanos a estar sometidos a una minoría gobernante 
entendida como una élite o clase política, cuestión que no 
parece tener una salida, puesto que en caso hipotético de que la 
mayoría despojara a la minoría gobernante del poder, siempre 
resurgiría otra minoría organizada que se establecería como 
clase gobernante que es renovada de manera parcial frecuente 
mediante las elecciones y el voto, apareciendo así nuevamente 
en el panorama una limitada participación de la ciudadanía 
(Michels, 2003). 

Toda esta dinámica de relaciones de poder y de intereses no 
pueden ser tachadas del todo como anomalías, puesto que son 
parte misma de la arquitectura de una democracia procedimental 
anclada a una concepción liberal, en donde la competencia por 
el poder con la finalidad de determinar posibles políticas 
públicas y en especial por el voto es algo totalmente natural 
siendo esta una de sus principales características. 

Una segunda dinámica, que hace referencia directa a la 
manera en que las políticas públicas han sido tradicionalmente 
formuladas en América Latina. Una de las principales 
características es que parten de un desconocimiento sobre el 
territorio y que por lo tanto los intereses de las personas no son 
reflejados en el diseño, esto en gran parte por obedecer a un 
mecanismo de formulación de carácter vertical o de arriba hacia 
abajo, lo que deviene en desplazar la participación y por ende la 
inclusión de las personas (Betancuort, 2015). Es por lo tanto en 
esa verticalidad que también es posible observar en el contexto 
de la medición de fuerzas entre los agentes antes mencionados, 
que el poder de negociación dependerá de la fuerza política que 
el agente ostente. También, esta dinámica se complementa con 
la perspectiva conservadora de las élites, que tienden a 
considerar la prestación de los servicios públicos básicos como 
“compensación” atribuida a la pobreza y en la cual, la cuestión 
social, como la ausencia de libertad y pobreza, estarían supeditas 
al grupo económico o políticamente dominante (Boneti, 2017).  

Es acá donde aparece en el escenario la arquitectura de la 
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democracia procedimental y sus orígenes liberales, en donde la 
deliberación y participación de los ciudadanos en la toma 
decisiones políticas es reducida bajo la lógica de una delegación 
sin mayor vinculo de cumplimiento obligatorio para los 
representantes. Así se tiene que aunque la ciudadanía decida 
votar sobre la base de un programa u oferta que determine una 
política pública “x”, no existe posteriormente ninguna 
obligación del representante de ejecutarla finalmente. Así pues, 
¿Qué queda para la ciudadanía en la determinación de políticas 
públicas que promuevan el alcance de una buena vida humana?  

Desde una visión de inclusión, las dinámicas que convergen 
entre las élites y grupos dominantes representan un problema en 
términos de propiciar una deliberación y participación 
ciudadana que lleve a que las políticas públicas se encuentren en 
armonía con las aspiraciones de libertad de las personas y por 
ende de la consecución de una buena vida humana. Esta es una 
tensión que se ve apaciguada de alguna forma mediante una 
ciudadanía mantenida a raya con la participación mediante el 
voto, pero ¿Pueden ser las personas protagonistas de su propio 
desarrollo bajo este actual modelo que limita su participación en 
las políticas públicas?. La cuestión pasa por comprender que la 
participación ciudadana y sistemas de políticas públicas más 
cercanas a las personas servirían como un acelerador de los 
cambios en el bienestar social, puesto que en un enfoque basado 
en la libertad, la libertad también de participar es fundamental 
con la finalidad de cambiar las correlaciones de poder y la 
verticalidad de las acciones (PNUD, 2016; Sen, 2000). En la 
siguiente sección, se presentan los desafíos que de lo predicho 
se derivan, para un modelo inclusivo. 
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REPRESENTACIÓN Y PAPEL DE LA 
CIUDADANÍA EN LA DEMOCRACIA ACTUAL 

 
 

Como se ha venido ya manifestando, existe en la 
determinación de las políticas públicas una intervención de 
diferentes actores, como los agentes, legisladores, élites, clases 
dominantes, etc. a partir de lo cual queda entendido que las 
políticas públicas no son formuladas e implementadas de forma 
lisa o llana como se puede pensar desde una perspectiva 
idealista de la democracia en la cual el parlamento o congreso 
representan de manera fiel los intereses de la sociedad, puesto 
que las mencionadas instituciones democráticas se encuentran 
sujetas a presiones e influencias que intervienen en diferentes 
grados al momento de legislar en materia de una política 
pública. De esta forma, “la representación abandona 
inmediatamente la romántica noción de ser un puente entre las 
necesidades de los representados y el poder soberano que 
decide sobre cómo darles solución y pasa a ser netamente una 
operación de legitimidad” (Ramírez, 2015: 4).  

A todo ello debe agregarse el modelo imperante de una 
democracia procedimental en la región (Hernández, 2006), el 
cual se explicará con mayor detalle más adelante, pero en el que 
existe una independencia de los legisladores que se ve 
configurada mediante la ficción de la representación, la cual 
encierra la condición de que los legisladores no tienen que 
recibir de sus electores mandatos imperativos, lo que deja al 
congreso o parlamento en una posición jurídicamente 
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independiente del pueblo, diferenciándose así de las antiguas 
asambleas estamentales, en las cuales quienes la conformaban 
dependían de un mandato imperativo entregado por parte de los 
electores (Kelsen, 1977). Esta independencia del parlamento y 
otras instituciones de la democracia moderna representan en 
definitiva parte de los desafíos a nivel de la arquitectura de la 
participación ciudadana en materia de políticas públicas de cara 
a un modelo inclusivo tanto a nivel general como en la 
determinación de estas y en especial para el alcance de una 
buena vida humana puesto que la participación de los 
ciudadanos no parece pasar por más que el acto del sufragio que 
da lugar a la elección de los representantes, quienes finalmente 
han de actuar desde el parlamento o congreso y las instituciones 
democráticas sin ningún vínculo obligatorio para legislar en 
razón de los intereses colectivos.  

Lo descrito anteriormente, se enmarca en la democracia 
procedimental la cual puede entenderse como un método que 
conlleva arreglos institucionales para la toma de decisiones en el 
gobierno y tal método contiene un conjunto de reglas que 
establecen quienes se encuentran autorizados para poder tomar 
decisiones de carácter colectivo y bajo cuales procedimientos 
(Bobbio, 1984). Otra definición asevera que: “la democracia es 
un método político, es decir, un cierto tipo de concierto 
institucional para llegar a las decisiones políticas -legislativas y 
administrativas-, y por ello no puede constituir un fin en sí 
misma, independientemente de las decisiones a que dé lugar en 
condiciones históricas dadas. Y este debe ser el punto de partida 
de todo intento de definirla” (Schumpeter, 1983: 311). 

La cuestión anterior, no implica concluir que los elementos 
que comparte la democracia procedimental tales como el voto y 
la participación que esta encierra o los derechos civiles como la 
libertad de expresión sean negativos. Sin embargo, existen otros 
elementos que la constituyen que terminan por sumarse como 
obstáculos que impiden la inclusión y por consiguiente la 
libertad de las personas para alcanzar una buena vida humana. Y 
es que en la democracia procedimental pareciera quedarse 
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limitada o agotada una vez se tengan por ejecutadas las reglas y 
procedimientos que la definen como método, dejando por fuera 
elementos sustantivos, como el bien común, las satisfacción de 
ciertas necesidades e incluso la generación de ordenamientos 
justos o el resultado justo de políticas públicas (Quiroga, 2000) y 
en donde los ciudadanos únicamente se limitan a participar en 
elegir a los gobernantes mediante el voto, un acto que reviste de 
legitimidad a los que han de ejercer como representantes pero 
que termina de agotarse una vez pasadas las elecciones ante la 
aversión de la democracia procedimental de que los ciudadanos 
puedan participar con mayor amplitud en las decisiones 
políticas. 

El voto incluso pasa por lo tanto a ser visto como una 
mercancía que se compra a partir de promesas o un precio que 
conlleva un lenguaje sujeto a una relación de intercambios y 
negociaciones en donde los principales protagonistas son los 
grupos de interés o poder (Bobbio, 1984). Con ello, parece 
estarse ante un “mercado político” en el cual los representantes 
atienden los intereses generales de los ciudadanos, pero sin 
hacerlo bajo un preocupación amplia y en el que convergen dos 
lados, el de los políticos como “productores” y los votantes 
“consumidores”. Pero un defecto en el mercado es que es la 
ausencia de un agente que vele por identificar a los “buenos 
productores” que en sus acciones conlleven eficiencia, pero esto 
posiciona a los ciudadanos ante una selección natural que 
deviene en un “selector ciego” que pretende detectar al más 
eficiente, pero sin conocerlo, puesto que no debe olvidarse que 
en la democracia liberal y en especial en su versión 
procedimental no hay posibilidad de evaluar la gestión desde la 
ciudadanía, quedando solo la confianza en que los 
representantes han de actuar conforme al interés público ante el 
temor egoísta de verse penalizados en un futuro (Ovejero, 
2002).   

Otro elemento que se desprende de la concepción de 
democracia procedimental es que esta siempre ha de servir a un 
conjunto de intereses y al mismo tiempo, ha de funcionar como 
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una garantía para negociar los intereses entre las élites, 
apareciendo en el esquema un elitismo competitivo y a la vez, es 
desde las élites que han de surgir los líderes políticos que se 
ubicaran posteriormente en las instituciones como el 
parlamento (Quiroga, 2000). Debe distinguirse, que la 
democracia procedimental es una de las versiones de la 
democracia liberal, junto a la cual aparece otra versión que es la 
democracia sustantiva. Teniendo en cuenta tal aspecto es que el 
origen de la democracia procedimental se encuentra anclada a la 
economía de mercado y en la cual se da prioridad a la 
realización de los intereses privados a través de las elecciones 
del parlamento y del gobierno, siendo bajo tal lógica el Estado 
un ente que funciona como una instancia de regularización 
jerárquica, representada en la jurisdicción del Estado y en 
paralelo una instancia de regularización descentralizada 
representada en el mercado.  

Desde esta concepción liberal parte también la noción de 
competencia expresada en la democracia procedimental, en la 
cual los actores colectivos compiten por conservar una posición 
de poder o alcanzarla y es el voto la llave que autoriza la carrera 
para alcanzar el poder que los partidos políticos disputan, 
apareciendo así una idea de que los ciudadanos se coordinan 
para alcanzar su beneficio mediante la influencia que puedan 
ejercer en la administración y así alcanzar fines colectivos por 
medio del poder administrativo que deviene de la política, 
entendida como una lucha de posiciones que vendrían a 
asegurar la capacidad de disponer de tal poder. Otro elemento 
para comprender la democracia liberal es la restricción que la 
deliberación y la participación tienen, lo cual resulta en una 
exclusión de la ciudadanía que es justificada con la participación 
que el voto ofrece, pero deja fuera cualquier proceso de 
formación política que abarque la voluntad y opinión que podría 
surgir de una deliberación de los ciudadanos (Rodríguez, 2004).  

Ahora bien, si para alcanzar una buena vida humana se 
requiere como ya previamente se mencionó, de una 
participación de la ciudadanía en la determinación de las 
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políticas públicas, es decir que la democracia en ese sentido 
debe generar políticas que mejoren las posibilidades de justicia y 
participación, esto eleva el debate a cuestionar la capacidad de la 
democracia actual de incluir a los ciudadanos en América Latina. 
Es elemental aclarar, que el debate no esta centrado en una 
crítica destructiva de la democracia procedimental, después de 
todo los mecanismos y procedimientos que esta encierra han 
planteado avances en la región en lo que respecta por ejemplo a 
despojarse de regímenes dictatoriales o militares que fueron 
parte de la historia de la región previo a los años noventa, sin 
embargo su capacidad se ve disminuida y entredicho en cuanto 
se busca dentro de la misma respuestas a problemas como la 
pobreza, la desigualdad, la violencia, etc. Más adelante, se ha de 
retomar este punto nuevamente, ya que ahora conviene 
considerar la percepción de la ciudadanía sobre la democracia 
procedimental, de manera que pueda identificarse su estado 
actual, tomando en cuenta para ello diversas variables que 
ofrece el Latinobarómetro (2017), las cuales son: niveles de 
apoyo y satisfacción con la democracia. 

En cuanto al apoyo a la democracia en la región de América 
Latina existen dos datos importantes a destacar. El primero de 
ellos, relativo a la indiferencia al tipo de régimen, 
específicamente entre un tipo de régimen democrático y uno no 
democrático. Así, se tiene que uno de cada 4 latinoamericanos 
es indiferente al tipo de régimen, siendo para el año 2016 un 
25% la indiferencia, aumentando 2 puntos porcentuales con 
relación al año 2015 (Latinobarómetro 2017). El otro dato de 
importancia es que desde el año 2010 es visible un proceso 
lento de deterioro en el apoyo a la democracia en la región, 
cayendo 8 puntos porcentuales en el año 2017 en comparación 
con el año 2010 y reportando una caída de 1 punto porcentual 
entre los años 2015 y 2016, lo que lleva a encontrar que, por 
quinto año consecutivo el apoyo a la democracia no mejora. A 
continuación puede apreciarse el registro histórico de apoyo a la 
democracia en la región, en el periodo comprendido entre el 
año 1995 y el año 2017. 
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Figura 1. Apoyo a la Democracia en América Latina 1995–

2017, Latinobarómetro (2017) 
 

 
 
Figura 2. Satisfacción con la Democracia en América Latina 

1995–2017, Latinobarómetro (2017) 
 
La segunda variable, expuesta en la figura anterior, es con 

relación a la satisfacción con la democracia. En el año 2017, 
solo un 30% de latinoamericanos se encontró satisfecho con la 
democracia, con una caída de 4 puntos porcentuales en 
comparación con el año 2016, que reportó un 34%. De igual 
forma, entre los años 2013 al 2017, la insatisfacción de los 
latinoamericanos con la democracia tuvo un incremento de 8 
puntos porcentuales, reportándose para el año 2013 un 57% de 
insatisfacción y un 65% en 2017 (Latinobarómetro 2017). 

Los datos antes presentados, no dejan lugar a duda: la 
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democracia se encuentra ante un declive3. Esta problemática, si 
bien no es percibida de manera urgente por el propio modelo o 
sistema político es una realidad como a nivel cuantitativo se 
puede percibir. A esto debe asociarse que la democracia, en 
especial la liberal y en su versión procedimental pareciera no 
tener un oponente que pueda hacerle frente, quedando entonces 
en una posición de ganadora absoluta: “La democracia liberal 
no tiene, pues, verdadero rival. A partir de ahora un solo y 
único modelo de poder democrático, la democracia 
representativa moderna, constitucional y laica, anclada 
firmemente en una economía esencialmente de mercado 
domina la vida política del mundo moderno” (Benéton, 1995: 
82). 

Visto todo lo anterior, es posible esgrimir dos conclusiones. 
La primera, es que la democracia procedimental predominante 
en la región es entendida como un mero método que no ha 
brindado respuestas a la búsqueda del bienestar más allá de la 
libertad individual (Quiroga, 2000). La segunda, es que la 
democracia una vez agotada en cuanto a sus reglas y 
procedimientos no determina mayor procedimiento que 
implique alcanzar una idea sustantiva del bien común que 
contemple la inclusión de los ciudadanos en la decisión de los 
asuntos públicos, mediante la apertura de espacios para la 
deliberación y participación. 

De esta forma, la democracia procedimental parece 
constituirse paradójicamente como un obstáculo para la 
inclusión de la ciudadanía, dando así lugar a una exclusión en la 
toma de decisiones políticas que puedan apuntar a sobreponerse 
a la privación de los medios que limitan el alcance de una buena 
vida humana. Esta exclusión es reducida y contraargumentada 
por los liberales a nivel teórico, bajo la existencia de la 
participación a través el voto como ya hartamente se indicó. La 
situación se puede describir así: “La paradoja que envuelve a las 
democracias en América Latina, entre otros ejemplos, es que 
pueden tolerar, sin derrumbarse, el acceso desigual al poder, la 

                                                           
3 Para profundizar en la cultura democrática de América Latina, véase Latinobarómetro (2017) 
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distribución desigual de la riqueza, así como también la 
existencia de ciudadanos privados de los medios que igualan las 
posiciones de partida, es decir, privados de la igualdad de 
oportunidades. Estas formas tan cuestionadas de democracia 
pueden convivir con la miseria de más de un tercio de los 
ciudadanos que son ostensiblemente apartados de la sociedad” 
(Quiroga, 2000: 367). 

La segunda de las conclusiones es que la democracia hoy por 
hoy es concebida por los ciudadanos como lejana a los intereses 
colectivos, cuestión que queda evidenciada en con los bajos 
niveles de confianza y a la vez queda por sentada una visión de 
que la forma de gobernar tampoco corresponde con las 
mayorías, cuestión que apunta al descrédito y sostenibilidad. De 
esta forma “la euforia por el triunfo democrático no ha durado 
demasiado y de una democracia sin enemigos se ha pasado a 
una democracia sin seguidores y a la generalización del 
descrédito de la política, que, al parecer, ha extraviado su 
identidad. Al carecer de rivales y pesar sobre los mismos una 
responsabilidad universal, los actuales regímenes democráticos 
soportan un aluvión de críticas por lo que no saben hacer (crisis 
de incompetencia), por lo que no pueden hacer (crisis de 
impotencia) y por lo que aun sabiendo o pudiendo hacer no 
hacen (crisis de inobservancia)” (Vargas-Machuca, 2016: 63). 

La exclusión entonces, anclada a la arquitectura democracia 
representa el primer Desafío a superar con miras a proponer un 
modelo inclusivo, que apunte a lograr la libertad sin que nadie 
quede fuera, tal como se propuso al inicio de este escrito. Lidiar 
con esta exclusión implica entonces un abordaje de la 
arquitectura de una democracia que rehúsa en su esencia hablar 
sobre participación y deliberación desde la ciudadanía en la 
toma de decisiones políticas y por otra parte, una democracia 
que se encuentra ante un descalabro silencioso que podría 
apuntar a la ingobernabilidad y que refleja una desconexión con 
la ciudadanía ante la incapacidad de reproducir un orden justo 
que apunte a la satisfacción de demandas sociales e inclusión.  
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HACIA UN MODELO DEMOCRÁTICO 
INCLUYENTE 

 
 
Como antes se puntualizó, un primer desafío para un modelo 

incluyente radica en que la ciudadanía pueda participar y 
deliberar en aquellas decisiones que se ven ejecutadas en 
políticas públicas, esto significa desde una lógica simple que el 
mecanismo para contrarrestar la exclusión es la inclusión. No 
faltaría encontrar objeciones desde esta consideración e incluso 
sería pertinente cuestionar la inclusión con la siguiente pregunta: 
¿Qué justifica proponer esfuerzos de inclusión en la democracia 
actual de América Latina? La respuesta se encuentra en que 
buena parte de la población se encuentra excluida de alcanzar 
una buena vida humana no solo por el obstáculo que la pobreza 
les implica, sino que como ya antes se expuso es el mismo 
modelo democrático que se erige como excluyente con las 
restricciones de participación de la ciudadanía en las decisiones 
políticas, generándose así una amalgama de obstáculos por 
sortear y en la que claramente los grupos más vulnerables son 
los que parten con desventaja ya que después de todo, la 
igualdad que la democracia pregona no es más que formal, 
encontrándose que unos son más propensos que otros a 
alcanzar una buena vida humana en razón de sus capacidades y 
carencias. 

Ahora bien, para lograr mayor inclusión en un modelo de 
democracia en donde la participación y deliberación de los 
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ciudadanos es totalmente contraria e incluso posiblemente la 
sola idea de valorarse puede quedar tachada de populista por los 
defensores de la democracia liberal, se requiere una inclusión 
con cierto balance, que por una parte mantenga vigente los 
valores de la democracia procedimental como lo son el voto y 
las elecciones pero por otra, que pueda llevar a una 
participación y deliberación acorde con la aspiración de libertad 
frente a la pobreza. También deben nivelarse expectativas en 
cuanto a las implicaciones de promover la inclusión. Por 
ejemplo, sería desproporcional considerar que con mayor 
inclusión se logrará suprimir a las oligarquías que ostentan el 
poder o devolver el poder al pueblo bajo el concepto idealista y 
romántico de “el gobierno del pueblo, por el pueblo y para el 
pueblo”. 

Sin mayor esfuerzo se podría tender a pensar que la inclusión 
se podría alcanzar en grandes proporciones proponiendo 
implementar en la actualidad a la antítesis de la representación 
delegada en los políticos profesionales que vendría a ser la 
democracia directa junto con la recreación de las instituciones 
de una democracia antigua en la cual los que ostentaban la 
calidad de ciudadanos participaban directamente en las 
decisiones conciertes a los asuntos públicos. Esta idea no es 
para nada reciente, ya Rousseau afirmaba que la soberanía no 
podía ser representada (Rousseau, trad. 2003:161). En el mismo 
sentido con relación a la representación afirma: “El pueblo 
inglés cree ser libre, y se engaña; porque tan solo lo es durante la 
elección de los miembros del parlamento, y luego que estos 
están elegidos, ya es esclavo, ya no es nada” (Rousseau, 
trad.2003: 161).  

Así la postura de uno de los exponentes de la democracia 
moderna se tiene por contraria a la representación en alusión a 
la posibilidad de una democracia directa que vendría a ser la 
verdadera democracia. Sin embargo esto no es tan sencillo de 
replicar en la actualidad y es que las dimensiones actuales de los 
Estados-nación en términos de población, distan de manera 
desproporcional de lo que en la antigua Grecia se consideraba 



WILSON SANDOVAL 

32 

como la comunidad política (Ciudades-Estado), por lo que 
parece remoto configurar un mecanismo que pueda replicar la 
participación directa a tal nivel (Bobbio, 1984).  

La inclusión entonces no puede pasar por maximizar la 
participación y deliberación siguiendo los lineamientos de una 
democracia al puro estilo clásico. Sin embargo la integración de 
la democracia representativa y la democracia directa no es 
tampoco algo imposible considerando la existencia por ejemplo 
del referéndum en algunas constituciones de América Latina, 
pero únicamente para ciertos casos excepcionales o 
extraordinarios, lo cual a pesar de representar un forma directa 
de participar es limitada a determinadas circunstancias y no 
parece tener la constancia para fomentar una inclusión 
progresiva o amplia entendida como procesos participación y 
deliberación en la determinación de políticas públicas en 
especial teniendo en cuenta lo difícil que sería que un Estado 
lleve a cabo referéndums casi a diario para así echar a andar el 
proceso en cuestión. De esta forma pueden tenerse dos 
conclusiones, una que la inclusión no puede ser desde una 
apreciación totalitaria de la democracia y por otra parte, puede 
ser posible una convivencia entre democracia representativa y 
directa.  

Continuando con la revisión de los antecedentes teóricos en 
la concepción de una mayor participación y deliberación, es 
necesario también considerar una discusión clásica a partir de la 
siguiente pregunta: ¿Democracia procedimental o democracia 
sustantiva?. Ya antes se describió ampliamente a la democracia 
procedimental como una de las versiones de la democracia 
liberal, predominante en los países occidentales y en la región de 
América Latina, por lo que no es conveniente entrar 
nuevamente en detalles de esta para evitar redundar, por lo que 
ahora conviene centrarse en comprender a la democracia 
sustantiva en el contexto de la búsqueda de una ciudadanía con 
la oportunidad de recrear procesos participativos y deliberativos. 

El punto de partida de una democracia sustantiva es que se 
proyecta más allá del agotamiento del mero procedimiento, 
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fundada en el reconocimiento político de una dignidad propia 
del hombre y una igualdad no formal como lo supone la 
democracia procedimental (igualdad formal donde el otro no 
puede ser más humano), sino que una igualdad fundada en el 
reconocimiento de lo que es humano, una igualdad sustancial 
donde el ciudadano “x” es igual al ciudadano “y” porque 
comparten algo que los distingue en cuanto a seres humanos 
que es su naturaleza siendo esto lo que prima sobre las 
diferencias y no pretende negar diferencias sino que de lo 
contrario, busca superar tales diferencias. La democracia 
sustantiva no busca suprimir las reglas o procedimientos como 
el voto y las elecciones, pero pretende que prevalezca la razón 
sobre las pasiones y a la vez, que el interés común prime sobre 
los intereses que son particulares, mientras que en la democracia 
procedimental no importa más que votar sopesando cualquier 
racionalidad y educación cívica, ya que el sistema mismo se 
encarga de todo sin importar las cualidades de los agentes 
políticos.  

Por último, la democracia sustantiva concibe un vínculo 
social que no esta fundamentado en reglas, sino que en una 
comunidad que ha sido tejida por la historia y que sirve de 
sustento para una sociedad fuerte (Benéton, 1995). Todo lo 
anterior parece plantearse como un ideal de una democracia que 
llevaría a producir un orden justo e igualdad basada en la 
dignidad natural del hombre. Algo que resulta sumamente 
interesante para efectos de buscar la inclusión, es que la 
democracia sustantiva apela a una participación racional, no 
limitando así su participación a la espera de que el sistema 
resuelva las decisiones basadas en únicamente en dar lugar al 
cumplimiento de las reglas formales, esto sin duda alguna 
supone un primer paso para la inclusión, desde el punto de vista 
de que la participación se ve ampliada al superar las barreras de 
lo procedimental.  

Continuando con el recorrido teórico de las implicaciones del 
desafío de la inclusión, se llega a otra discusión tradicional en la 
democracia: la del modelo liberal versus el modelo republicano 
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de la democracia. Ya antes se partió brindando cierta 
descripción de la democracia liberal, sin embargo vale la pena 
entrar en mayores detalles con la finalidad de complementar la 
descripción previa. Una forma de resumida de ver a la 
democracia liberal es la siguiente: “La diferencia decisiva 
consiste en la comprensión del papel del proceso democrático. 
Según la concepción liberal, este proceso democrático cumple la 
tarea de programar el Estado en interés de la sociedad, 
entendiéndose el Estado como el aparato que es la 
administración pública y la sociedad como sistema del tráfico de 
las personas privadas y de su trabajo social, estructurado en 
términos de economía de mercado. La política (en el sentido de 
la formación de la voluntad política de los ciudadanos) tiene la 
función de agavillar e imponer los intereses sociales privados 
frente a un aparato estatal que se especializa en el empleo 
administrativo del poder político para conseguir fines 
colectivos” (Habermas, 2005:2). 

Entre los aspectos que terminan de dar un panorama más 
acertado de la democracia liberal, destaca la protección de los 
derechos subjetivos de los ciudadanos, mientras estos persiguen 
sus intereses privados, entendiéndose por derechos subjetivos 
aquellos que garantizan un ámbito de opción en la cual las 
personas jurídicas no están frente a coacciones externas, es decir 
se encuentra libres de las mismas. También aparecen las 
derechos políticos que bajo el mismo esquema anterior brindan 
a los ciudadanos la posibilidad de hacer valer sus intereses 
particulares o privados, los cuales al agregarse con otros interés 
privados forman una voluntad política que logra influir sobre la 
administración que ostenta el poder, esto mediante las 
elecciones controlando así el poder del Estado. Otro elemento 
de la concepción liberal a destacar es que la política se considera 
como una lucha entre posiciones que han de terminar 
asegurando el poder administrativo. El éxito es visto a partir de 
los votos obtenidos en las elecciones en relación con la 
aprobación de una persona o programa, descartando así la 
deliberación de los ciudadanos, puesto que no es necesaria al 
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tener la coordinación de voluntades para influir en la 
administración, siendo este uno de los puntos ya mencionados 
que propician la exclusión de los ciudadanos en la 
determinación de las decisiones públicas, en especial de las 
políticas públicas. 

En cuanto a la democracia republicana, la política no se tiene 
por agotada con la mediación del Estado que utiliza el poder 
administrativo para la obtención de fines colectivos. En cambio 
esta democracia parte de un proceso social llevado a cabo de 
manera conjunta, apareciendo conceptos de solidaridad, 
reciprocidad y asociación (Habermas, 2005). El primero de los 
conceptos es el más representativo al constituirse como fuente 
de integración social, la cual se sustenta a la vez en una 
formación política de carácter horizontal que pretende alcanzar 
un consenso. Contrario a los derechos subjetivos practicados en 
la democracia liberal, en esta concepción republicana los 
derechos ciudadanos como los de participación y comunicación 
política son vistos como libertades positivas, garantizando así 
una participación en una practica común, contraria a la garantía 
de liberad de coacción.  

Con relación al proceso político, este no es visto como un 
articulador entre Estado y sociedad, sino que este proviene de la 
misma autodeterminación de los ciudadanos. Si se analiza esta 
democracia desde el interés de encontrar una inclusión de los 
ciudadanos en la determinación de las políticas públicas es 
posible encontrar un punto especialmente importante que 
tiende a ello, el cual consiste en la garantía de un proceso 
inclusivo de la opinión y la voluntad política, del cual se deriva 
un consenso sobre los fines y normas que han de tenerse por 
intereses comunes para todos dejando a un lado la protección 
de los derechos subjetivos privados. Incluso el mercado tan 
presente en la democracia liberal pierde terreno en la 
concepción republicana, enfocándose antes en el dialogo, 
puesto que: “Conforme a la concepción republicana, la 
formación de la opinión y de la voluntad común en el espacio 
público y en el Parlamento no obedece a las estructuras de los 
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procesos de mercado, sino que tiene sus propias estructuras 
específicas, a saber, las estructuras de una comunicación pública 
orientada al entendimiento. El paradigma de la política en el 
sentido de una práctica de la autodeterminación ciudadana no es 
el mercado, sino que tiene sus propias estructuras de una 
comunicación pública orientada al entendimiento” (Habermas, 
2005: 4). 

Es importante traer a colación que la concepción republicana 
hace posible desarrollar una autocomprensión ética de los 
diferentes grupos sociales, la cual consiste en clarificar el 
entendimiento de un grupo como miembros de determinada 
comunidad que puede ir desde un Estado hasta otra unidad 
política - administrativa más pequeña, en la cual se arriban a 
consensos de como proyectarse en diferentes aspectos como el 
trato a las minorías o la sociedad que pretenderían construir, etc. 
pero a pesar de esta fortaleza, pueden encontrarse también 
intereses que no pasan por formar parte de toda la comunidad o 
grupo, apareciendo así el conflictos que no podrán solventarse 
mediante un consensos que apelen al discurso de la ética y es 
donde se tendrá necesariamente que acudir a normas, reglas o 
procedimientos que han de dirigir el conflicto a compromisos 
que serán aceptados por la comunidad en razón de su validez 
legal que se encuentra colocada incluso por sobre la misma.  

También debe abordarse que la deliberación tiene un 
verdadero peso cuando se tiene que la única vía para formar una 
voluntad política no solo es el auto-entendimiento ético, puesto 
que existen diversas vías de comunicación a partir de las cuales 
también surge dicha voluntad, estas vías comprenden por 
ejemplo compromisos y equilibrio de intereses. Lo predicho no 
desestima bajo ninguna forma lo singular del dialogo, pero 
presupone la posibilidad de que este pueda entrelazarse con lo 
procedimental, siempre y cuando se encuentren las visa de 
comunicación lo suficientemente institucionalizadas.. Bajo esta 
lógica, Habermas plantea un tercer modelo, definido como 
deliberativo. 

Este modelo pretende alcanzar resultados racionales y parte 
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del proceso de formación democrática de la opinión y la 
voluntad común, lo cual se entiende como elecciones generales 
y en resoluciones parlamentarias (Habermas, 2005). Se apoya en 
la autocomprensión ética promulgada por la democracia 
republicana como el ejercicio mismo de la deliberación que 
termina por llegar a consensos, pero no deja a un lado el 
planteamiento de un procedimiento ideal que ha de guiar los 
procesos de toma de decisión y deliberación, es decir, retoma 
también parte del modelo liberal y con ello el procedimiento 
ideal se encuentra comprendido de manera operativa en 
negociaciones, discursos de autoentedimiento, y discursos 
relativos a la justicia, todo ello con el objetivo de llegar a 
decisiones racionales.  

Uno de los aspectos claves del modelo deliberativo, es la 
mencionada decisión racional lo cual contrasta con las nuevas 
exigencias ciudadanas en especial de movimientos sociales que 
tomaron auge posterior a la segunda guerra mundial, de un 
orden amparado en los derechos humanos bajo una noción de 
un sistema democrático imperante con deficiencias y 
contradicciones, proponiendo así la búsqueda de primordial de 
instrumentos que permitieran el dialogo, la reflexión y el sentido 
de responsabilidad ciudadana, contrario a lo excluyente de la 
democracia liberal (Rodríguez, 2004). Continuando con la 
descripción del modelo deliberativo, el procedimiento ideal 
queda estructurado, de tal manera que se desarrolla una 
institucionalización de los procedimientos de entendimiento a 
nivel de las corporaciones parlamentarias o en la red de 
comunicación de los espacios públicos políticos, siendo 
especialmente relevantes estos últimos puesto que es donde 
surgen espacios que cierta noción de racionalidad de la opinión 
y la voluntad sobre temas de interés para la sociedad en su 
conjunto o temas que deberían ser regulados, lo que conlleva 
finalmente a decisiones electorales institucionalizadas y por lo 
tanto a resoluciones legislativas, surgiendo así un poder 
empleable en términos administrativos pero que se origina en la 
comunidad misma aparejado por el elemento de racionalidad. 
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De acuerdo con este esquema, “el poder racionalizado es 
aquel que se alimenta de una opinión pública y una voluntad 
común que, transformadas en poder comunicativo mediante 
procedimientos democráticos, no sólo consigan controlarlo a 
posteriori, sino también llegar a programarlo, aunque sólo el 
poder político pueda actuar” (Rodríguez, 2004: 86). Pero las 
“bondades” que el modelo deliberativo ofrece en términos de 
inclusión no terminan con el proceso ideal antes descrito, 
puesto que también desplaza el sentido económico o de 
mercado predominante en la democracia liberal para posicionar 
la solidaridad como un elemento no solo discursivo sino que en 
la práctica, mediante la concepción de espacios públicos que 
gocen de autonomía, diversificación y en especial de 
procedimientos que apunte a la formación democrática de la 
opinión política, que goza de una institucionalización que el 
mismo Estado de Derecho otorga. De esta manera la política no 
se torna un instrumento que sirve únicamente a fines 
particulares o individuales, ya que con la deliberación y 
participación se alcanza un sentido de toma de decisiones que se 
debe a intereses universales, quedando la voluntad política sin 
encontrarse atada al mercado o el mismo aparato estatal.  

Hasta ahora en el recorrido de diferentes concepciones 
teorías de la democracia puede establecerse un extremo y es que 
al menos la democracia republicana y la deliberativa, que 
guardan una gran relación entre ellas, parecen acercarse en 
mayor medida a un ámbito de inclusión, al ofrecer mayores 
garantías a las cuales aferrarse e incluso, parecieran encontrar 
una posibilidad para la integración con la democracia liberal y al 
mismo tiempo, presentarse como opciones intermedias. La 
opción de promover un modelo inclusivo y así superar le 
exclusión pasaría por la apropiación de un modelo deliberativo, 
nutrido entonces de manera tanto instrumental en referencia a 
la democracia liberal, pero también de manera dialógica, debido 
a la democracia republicana. Pero acá surge una cuestión 
trascendental: ¿cómo ponerla en práctica? por una parte su 
viabilidad dependería de la institucionalización del proceso ideal 
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amparado en el Estado de Derecho, pero puede apreciarse que 
la sostenibilidad de esta propuesta depende en gran medida de 
una participación ciudadana que se encuentre alentada de alguna 
manera.  
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FORMACIÓN ÉTICA Y EDUCACIÓN CÍVICA – 
DEMOCRÁTICA PARA LA INCLUSIÓN 

 
 
El desafío de poner en marcha un modelo deliberativo que 

apunte a la inclusión requiere de una base que no solo este 
sustentada en lo institucional, requiere también de una 
apropiación ciudadana que permita su sostenibilidad y asegura 
su éxito, puesto que debe tenerse presente que nadie nace 
demócrata (Rubio-Carracedo, 2002). De igual forma, la 
participación y deliberación que se plantea con el modelo 
intermedio en cuestión requiere de cierto impulso que lo lleve a 
comprender la importancia de la inclusión para el alcance de 
una buena vida humana, mediante la participación de este en la 
determinación de políticas públicas. No debe dejarse a un lado 
el hecho de que las implicaciones tanto teóricas como practicas 
de la democracia no son de un conocimiento amplio por la 
masa de ciudadanos, así que sería ingenuo pensar que todos 
entenderían a simple vista que implica deliberar y participar en 
una discusión política.  

La formación ética y educación para la inclusión puede ser el 
punto de partida para el impulso y apropiación del modelo 
deliberativo. Respecto a la primera, tiene la intención de generar 
riqueza para los pueblos que va de la mano con la inclusión de 
los ciudadanos en los aspectos deliberativos de aquellos 
intereses que resultan generales y que han de verse tratados 
mediante la determinación de políticas públicas. Al respecto, 
por ejemplo el sector profesionista juega un papel importante en 
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esa deliberación (Iracheta, 2011) puesto que una de las claves 
para esa formación pasa por las universidades e instituciones de 
educación, espacios naturales para impartir la educación tanto 
ética como cívica. El profesionista por lo tanto, se ubica en la 
sociedad civil, en calidad de miembro y que puede entenderse 
como un “conjunto de asociaciones no políticas ni económicas, 
esenciales para su socialización (como ser humano) y para el 
cotidiano desarrollo de su vida” (Cortina, 2002:136). La 
sociedad civil, contiene un papel singular en lo que refiere a 
fomentar diversos valores, entre ellos la participación.  

Se plantean a las instituciones de educación, como espacios 
primarios (pueden generarse otros más) y naturales donde 
formar a los estudiantes en la ética, como parte del plan o 
programa de estudios, de manera que puedan recibir una 
formación que apunte a la excelencia que se esperaría de los 
ciudadanos de los cuales depende la riqueza de los pueblos. Esta 
excelencia, no puede concebirse sin los valores, en especial de la 
participación, pero también de otros como la solidaridad y la 
civilidad. La formación ética también contiene un elemento que 
importa mucho para la deliberación, esta es la “reflexión racional y 
objetiva sobre la manera en que el ciudadano debe actuar” (Iracheta, 
2011: 160 énfasis propio), lo cual desemboca finalmente en 
ciudadanos que pueden dar, recibir argumentos y razones en un 
ámbito general y no solo en lo individual, cuestión que 
permitiría tener las bases para un participación democrática más 
racional. 

En cuanto a la educación cívica-democrática, debe de partirse 
del reconocimiento que en la región de América Latina, la 
instrucción pública no esta enfocada en exaltar las virtudes de la 
participación o deliberación, incluso puede cuestionarse que la 
instrucción esta totalmente adaptada a la forma de operar de la 
democracia liberal, apreciándose la democracia indirecta o 
representativa como una manera ideal para despreocuparse de 
los asuntos políticos en razón de la existencia de políticos 
profesionales en los cuales depositar la confianza y delegar el 
poder (Rubio-Carracedo, 2002).  
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Como al principio de la sección se analizaba, la educación 
cívica es necesaria en términos de una ignorancia natural en la 
ciudadanía, propiciada por una parte por la misma democracia 
liberal, pero por otra inducida en lo referente a la calidad de 
instrucción pública que se tiene. Con este elemento secundario 
puede observarse la imposibilidad de que la ciudadanía pueda 
diferenciar racionalmente aquello que es demagogia o lo que 
supone ser autentico en un “mercado político”, cuestión que 
fomenta una incapacidad para exigir una democracia más 
satisfactoria o que apunte a cumplir con las expectativas que 
emanan de las demandas sociales y de deberían verse 
determinadas en políticas públicas. Pero más allá de una 
cuestión asociada a cultura política que se refleja en los datos 
mostrados sobre la democracia en la sección segunda, la 
educación cívica tiene por objeto allanar el camino para una 
reforma en el modelo democrático, es decir, la implementación 
de un modelo democrático deliberativo vendría a ser inviable 
sin antes contar con los “impulsos” que suponga una 
sensibilización de la implicaciones de deliberar y participar en la 
toma de decisiones políticas, en otras palabras, de la capacidad 
de exigir.  

La educación cívica, vendría entonces a brindar 
sostenibilidad a un modelo deliberativo no dejando esa tarea 
únicamente en la institucionalidad o el Estado de Derecho. Sin 
embargo, no solo puede hablarse de educación con miras a 
participar y deliberar como derechos, la educación también 
conlleva la visión de una responsabilidad individual de participar 
más allá de constituirse como ciudadanos pasivos volcados a las 
demandas, esa participación plantea la oportunidad de 
desarrollar capital social desde el cual se aporte consolidar las 
instituciones que el modelo contiene y se afirme así el control 
democrático, que solo es posible de manera tan amplia, mientras 
se sostengan las posibles reformas que dan lugar a su 
concepción. Nuevamente, las aulas de las instituciones 
educativas parecen ser el lugar natural por el cual impulsar esta 
educación como punto de partida. Claro esta que al igual que 
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con la formación ética, los lugares pueden ser diversos entre 
ellos aquellas organizaciones de la sociedad civil no políticas ni 
económicas. Una propuesta concreta de educación cívica 
mínima podría desarrollarse a partir de la primera infancia, 
exigiendo a las escuelas que puedan tener un programa explícito 
de formación cívica como punto de partida, pero que este 
mismo se pueda implementar a lo largo de toda la formación 
escolar y que tenga como ejes transversales el respeto y la 
justicia. 

Sin embargo, no bastaría con establecer únicamente una 
materia o asignatura de educación cívica democrática. Las 
escuelas podrían orientar sus esfuerzos a un aprendizaje que 
retome la convivencia ciudadanía en el resto de las asignaturas, 
es decir, que dentro de la lógica de la enseñanza se busque 
incentivar el dialogo, la participación, la deliberación, las 
decisiones y opiniones, etc. con la finalidad de que se fomente 
una cultura democrática, la cual sustentada en la participación 
propicie a futuro la inclusión en las decisiones políticas que han 
de marcar en gran medida la posibilidad de alcanzar una buena 
vida humana.  

Bajo este hilo conductor, contenido por la formación ética y 
la educación cívica democrática y que permite la viabilidad de 
un modelo intermedio, es posible hablar de inclusión y por lo 
tanto con la misma se refuerza la pretensión de alcanzar una 
buena vida humana, puesto que solo de esta forma puede 
lidiarse con la ausencia de capacidad para exigir y de participar la 
determinación de las políticas públicas y por otra parte, se es 
posible despojarse de aquella inclinación por lo individual dando 
cabida a un sentido de comunidad y dialogo mediante el cual 
fomentar en conjunto las capacidades que permitan inclusión 
para alcanzar la libertad. 
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6 
 

CONCLUSIONES 
 
 
A manera de conclusión, pueden establecerse tres puntos 

básicos. El primero referente a la ausencia de inclusión en 
América Latina debido a que buena parte de su población aún 
hace frente a la pobreza con diversas privaciones y carencias 
que sobrepasan lo económico. Esta exclusión no solo obedece a 
un elemento situacional, también se encuentra nutrida por una 
democracia liberal que antepone los procedimientos y aspectos 
como la razón, la deliberación, y participación. La democracia 
actual, guarda una arquitectura por lo tanto que no puede ser 
reformada únicamente bajo valores económicos y de 
competencia.  

Pero también es evidente que el declive de la democracia ha 
empezado, silenciosamente muestra sus síntomas y aunque el 
sistema pareciera no otorgar importancia a ese hecho o 
simplemente, la misma crisis lo limita a solo observar sin actuar, 
la ciudadanía parece al menos concebir señales de buscar una 
democracia que sea más satisfactoria. Sin embargo, ello no 
parece ser suficiente ante la ausencia de herramientas y una 
capacidad ciudadana de reaccionar, después de todo el mismo 
modelo propicia un desinterés por la democracia y termina por 
concentrase en recurrir a la imagen y la propaganda para 
mantener una participación mínima, aunque eminentemente 
procedimental y carente de racionamiento.  

La segunda conclusión, es la existencia de una alternativa al 
modelo imperante. Así la democracia deliberativa aparece como 
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una opción que limita los choques entre lo liberal y los 
sustantivo, de manera que instituciones como la participación y 
deliberación son posibles con miras a una democracia más 
inclusiva y que por lo tanto de lugar al alcance de una buena 
vida humana, es decir una vida en libertad frente a la pobreza. 
¿Están las condiciones para una reforma? Dada la ausencia de 
valores y una ética transversal al interior de las instituciones 
democráticas actuales, se requiere de establecer bases que sirvan 
para escalar la inconformidad con la democracia actual de 
manera que las reformas provengan impulsadas desde la misma 
ciudadanía, lo cual a la larga garantizaría la sostenibilidad.  

En tercer lugar, esas bases se encontrarían precisamente en la 
formación ética y educación cívica – democrática, como 
elementos transversales en la educación desde la primera 
infancia hasta la formación superior, propiciando así un cultura 
dada hacia el dialogo, la reflexión y una democracia incluyente 
que dé lugar al fomento de las capacidades para la libertad. Pero 
también se requiere de una disposición global o al menos 
regional que pueda ser garante de este proceso, es decir, se 
requiere de una coordinación entre Estados basada en el dialogo 
para buscar un modelo que entienda la soberanía como una 
manera de inclusión hacia una comunidad que practica valores 
que superan fronteras, procedimientos y normas4. Obviamente 
la viabilidad de lo anterior descansaría en centrar las actuaciones 
estatales y supraestatales en la persona humana, lo cual 
únicamente se tendría por efectivo si en ello existe una inclusión 
que permita llevar al “ser” y al “hacer” como elementos para 
una vida libre.  

 
 
 
 
 
 
 

                                                           
4 Véase Rodríguez (2004) 
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